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Bogotá, D.C., 4 de febrero de 2019
Honorable Magistrado
JOSÉ LUIS BARCELÓ CAMACHO
Sala de Casación Penal
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

Bogotá
REF: Expediente N°.11001-02-04-000-2018-02313-00.
Acción de Tutela de LUZ ADRIANA ESCOBAR RAMÍREZ contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – Regional Antioquia, Registraduría Nacional del Estado Civil, Juzgado 2º de Familia de Itaguí, Sala Laboral del Tribunal Superior de Medellín y Sala de Casación laboral de la Corte Suprema de Justicia.

Honorable Magistrado:

Actuando en calidad de Procuradora Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, legitimada para intervenir ante la Honorable Corte Suprema de Justicia como Ministerio Público en defensa del orden jurídico y de la familia, permítame presentarle el siguiente concepto en relación con la acción de tutela de la referencia.
1. Antecedentes

Dentro de los hechos que sustentaron la presentación de la citada acción constitucional por la señora LUZ ADRIANA ESCOBAR RAMÍREZ, se resalta lo siguiente:

Manifiesta la accionante que previa aceptación de una oferta de trabajo para administrar un restaurante se desplazó a España en el año 2003, ciudad donde fue sometida a un caso de trata de personas, dentro del cual le retuvieron sus documentos de identidad, recibiendo a cambio una identificación espuria con el nombre de LUZ ADRIANA URDANETA.

Señala que en 2004 concibió dos hijos a quienes registro como SEBASTIÁN MARIN URDANETA y LUIS ANGEL MARÍN URDANETA, hijos de un ciudadano argentino, y con el apellido materno falso.
Agrega la accionante que los hechos de abuso sexual en su contra culminaron en 2004, por lo cual decidió regresar a Colombia; y que en agosto de 2011 tuvo que acudir al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para solicitar apoyo y asesoría frente la situación en la que había sido víctima, y que habría conducido a que sus hijos tuvieran un apellido materno que no corresponde con la realidad, por lo cual pretendía que con la intervención de esa entidad se corrigieran los apellidos de SEBASTIÁN y  de LUIS ANGEL. Sin embargo no obtuvo el apoyo esperado.
Como la gestión del ICBF no condujo a sus propósitos, la accionante acudió a la Registraduría Nacional del Estado Civil, para que esta entidad procediera con el registro civil y consiguiente cambio de los apellidos maternos de sus hijos con base en el resultado de las pruebas de ADN que se había practicado, y con las cuales comprobaba su vínculo materno – filial.

No obstante, la Registraduría se abstuvo de hacer la corrección del registro en la forma solicitada, argumentando que se afectarían los otros datos de identidad de los menores, como el apellido de su padre.
El 25 de julio de 2017 presentó una acción de tutela en Medellín, alegando vulneración a los derechos fundamentales a la personalidad jurídica, educación, salud y familia, entre otros. El Tribunal de Medellín negó el amparo el 9 de agosto siguiente, argumentando que las actuaciones de la Registraduría no le habrían violado los derechos a los niños, y que modificar los datos en Colombia sin corregirlos primero en España, lugar donde fueron expedidos los registros, vulneraría los derechos del padre.
Con fallo de segunda instancia, el 7 de febrero de 2018, la Sala Laboral de la Corte Suprema confirmó la decisión del Tribunal Superior de Medellín, señalando que se debía continuar el trámite ante los defensores de familia del ICBF toda vez que, según el alto tribunal, el trámite ante esa autoridad administrativa no avanzó favorablemente debido al descuido de la actora.
Señala la accionante que el 10 de abril de 2018 acudió nuevamente al ICBF de acuerdo con las instrucciones de la CSJ y a las recomendaciones de la Registraduría Nacional del Estado civil, para lo cual debía iniciarse un proceso a favor de sus hijos. No obstante, la Defensora de Familia se negó a iniciar el trámite señalando que al no haber un registro civil colombiano no se podía efectuar corrección alguna, y que por tanto el procedimiento idóneo era la demanda de impugnación de la maternidad ante el juez competente. 

A pesar de no  estar de acuerdo con la solución ofrecida, el 23 de mayo de 2018 radicó una demanda de impugnación de la maternidad. Sin embargo, el 27 de junio la demanda fue inadmitida, exigiéndole aportar el registro civil colombiano, requisito fundamental para la modificación de los registros. Finalmente la demanda fue rechazada el 30 de julio siguiente.
2. Consideraciones 

Una revisión desprevenida del caso que ocupa la atención de la Sala permite llegar a la conclusión que los derechos fundamentales de los adolescentes SEBASTIÁN y LUIS ANGEL MARÍN URDANETA, con aproximadamente 16 años de edad, se hallan en seria afectación, pues nada justifica que catorce años después de haber regresado a Colombia no cuenten con una identidad que se ajuste a la realidad, pues a juzgar por la información aportada en los anexos del amparo no sólo carecen de la nacionalidad colombiana teniendo derecho a ella en virtud a la nacionalidad de su progenitora, sino que portan un apellido diferente al de su madre, lo cual pone en juego otros derechos de igual o mayor importancia como la salud o educación.
Con todo, más allá de que el único registro civil con el que cuentan los adolescentes sea falso, pues así lo predica la accionante a lo largo de su demanda, nada se sabe tampoco acerca de su progenitor, salvo que se trata de un señor MARIN de origen argentino, a quien al parecer ninguna autoridad administrativa o judicial ha vinculado a los trámites que se han adelantado en Colombia. Sin embargo, si el segundo apellido contenido en los registros civiles de los menores de edad no es el real qué garantía puede haber de que el primero lo seas, pues se echa de menos la presencia e intervención del progenitor, con quien podría haberse llevado a cabo una prueba genética para demostrar su parentesco, tal y como lo hizo la señora LUZ ADRIANA.

Lo anterior lleva a considerar que la situación actual en la que se hallan los adolescentes claramente  atenta contra su derecho fundamental al nombre y a la nacionalidad de acuerdo con el artículos 15 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 24 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, pues el único documento con vocación para comprobar su estado civil con el que cuentan es apócrifo, documento del cual se desprenden otro tipo de afectaciones constitucionales bajo el entendido que el registro es el documento con el que pueden lograr demostrar el parentesco con sus padres y por lo tanto la incursión en el sistema de salud y en el sistema educativo.

Con todo, tampoco puede ponerse en duda que el origen de la grave situación por la que atraviesan SEBASTIÁN y LUIS ANGEL, no es menos grave, pues su progenitora afirma haber sido victima de un caso de trata de personas, severamente censurado tanto en la legislación internacional como en la nacional, a pesar que se echan de menos elementos de convicción que permitan considerar fundadamente que el hecho ocurrió, pues en los documentos que ha tenido oportunidad de revisar esta Delegada no aparece la denuncia penal, sea que se haya formulado directamente en España, lugar de ocurrencia, o aún desde Colombia.
Tampoco se entiende cómo si los hechos de abuso sexual contra la accionante ocurridos en España ocurrieron en el año 2003, y que por tal razón tuvo que regresar a Colombia en 2004, nada justifica que haya emprendido las acciones para corregir la información falsa en los registros civiles de nacimiento de sus hijos siete años después, esto es, en el año 2011. Cabe preguntarse cómo pudo sorteó los inconvenientes para demostrar el parentesco con sus hijos durante esos largos años.

Tampoco parece clara la existencia del supuesto progenitor de los niños, de quien solo se conoce su apellido, pues no ha asomado en ninguna de las instancias administrativas o judiciales a los cuales ha debido acudir la señora LUZ ADRIANA. Razón le asiste al Juzgado de Familia de Itagüí al echar de menos la participación procesal de esa persona en el caso del proceso de impugnación de la maternidad.

Los vacíos que subyacen en el desarrollo de la acción constitucional presentada por la señora LUZ ADRIANA, relacionados no sólo con el tiempo que el registro civil de los niños permaneció y se utilizó sin haberse emprendido ninguna acción judicial o administrativa, o la falta de presentación de la correspondiente denuncia penal por el delito de trata de personas o la misma existencia del progenitor de los niños, no enervan el hecho de que la identidad y nacionalidad de los adolescentes difiere con la realidad pues, se insiste, carecen de documento que les acredite su nacionalidad colombiana y, peor aún, los datos de su verdadera madre no aparecen reflejados en el registro civil de nacimiento español, el que dicho sea de paso, es claramente falso, situación particular que demanda el restablecimiento de sus derechos fundamentales conculcados, especialmente al nombre y a la nacionalidad.
Sirvan estas breves consideraciones para manifestar que aunque en principio le asiste razón a la Sala de Casación laboral al considerar que el trámite llamado a impulsar para solucionar la situación por la que atraviesan los hermanos MARIN URDANETA, es bajo un proceso administrativo de restablecimiento de derechos consagrado en la Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia, en aplicación del artículo 96 en armonía con el numeral 19 del articulo 82, que expresamente faculta al defensor de familia para:
Solicitar la inscripción del nacimiento de un niño, la corrección, modificación o cancelación de su registro civil, ante la Dirección Nacional de Registro Civil de las personas, siempre y cuando dentro del proceso administrativo de restablecimiento de sus derechos se pruebe que el nombre y sus apellidos no corresponden a la realidad de su estado civil y a su origen biológico, sin necesidad de acudir a la jurisdicción de familia. 
Es innegable la facultad otorgada por el legislador con esta norma a los defensores de familia para dar soluciones concretas y expeditas en casos como el que ocupa la atención de la Sala, por lo tanto nada justifica que los adolescentes estén próximos a cumplir la mayoría de edad y no se haya dado una solución concreta frente a su falta de correcta identidad y nacionalidad.
Por los mecanismos de cooperación existentes entre Colombia y España, o de ser el caso con Argentina, bien puede sortearse lo que para las autoridades colombianas ha sido el problema de la falta de participación del progenitor en las acciones administrativas o judiciales sobre la base que ese apellido sí es real. En el caso que no se conozca el paradero o ubicación del señor MARIN, o peor aún, que aunque se logre ubicar no quiera intervenir activamente, la legislación consagra claramente el procedimiento para que sus derechos sean debidamente representados.

En estos términos presento el concepto del Ministerio Público, resaltando la necesidad de declarar la evidente vulneración de derechos fundamentales y de ordenar al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que designe al funcionario que deba adelantar de manera inmediata y sin dilaciones, el correspondiente proceso de restablecimiento de derechos que permita la corrección o expedición del registro civil de nacimiento de los hermanos MARIN URDANETA o MARIN ESCOBAR.

Honorable Magistrado,
ADRIANA HERRERA BELTRÁN
Procuradora  Delegada para la Defensa 
de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y  la Familia
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